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TEMA DEL MES 
LAS DOS CARAS DEL PRESIDENTE Y UNA CRISIS QUE 

PROFUNDIZA EL RECHAZO CIUDADANO 
 

▪ Instalación del Consejo Constitucional 
Los contrastes entre lo que fue la instalación de la Convención Constitucional y la instalación del Consejo 
Constitucional han sido una muestra del cambio de aire que experimenta la política en el último tiempo. 
Pese a que el Presidente Boric fue un promotor y defensor de la propuesta rechazada en septiembre 
pasado, sus últimas declaraciones tanto en la Cuenta Pública, como en el discurso de instalación del 
Consejo y en entrevistas en medios, han supuesto un cambio de rumbo, reconociendo errores y 
manifestándose con mayor apertura sobre el proceso que encabezará el Partido Republicano.  
 
Es más, el Presidente hizo un guiño al trabajo de los expertos, señalando que estaría por aprobar la 
propuesta presentada al Consejo Constitucional, sin desconocer que los Consejeros tendrán todas las 
facultades para modificar ese proyecto. Ya en el discurso de instalación expresaba su interés de cerrar este 
ciclo constitucional: “serán, nuevamente, las y los ciudadanos los depositarios de la soberanía popular y 
quienes tendrán en sus manos, una vez más, el destino del proceso constituyente. Estoy convencido que 
a nuestro país le hará bien cerrar este ciclo”. 
 
Junto con ello, el Presidente ha comenzado a tender puentes para mejorar la convivencia entre el Gobierno 
y Republicanos, lo anterior tras las constantes críticas que el mandatario ha hecho contra este partido y 
que lo ha llevado a referirse a Chile Vamos como la derecha democrática en un afán de generar un 
contraste con la tienda liderada por José Antonio Kast. Es más, en los últimos días ha realizado 
declaraciones a la prensa que van el sentido contrario: “debo reconocer que más allá que no me gusten y 
no me interpreten los postulados del Partido Republicano, son un partido que están actuando dentro del 
marco democrático y que ha ganado en buena lid los escaños que van a tener en representación en el 
Consejo y por lo tanto son un partido democrático como cualquiera de los otros que están en el juego 
democrático chileno”.  
 
Para el Partido Republicano, el proceso de instalación y el buen funcionamiento del Consejo Constitucional 
supone gran responsabilidad, no sólo porque se juegan su capacidad de hacer política, sino porque se les 
evaluará su liderazgo de cara a una futura disputa presidencial. Como es de esperar en estos complejos 
procesos, los días previos a la instalación no estuvieron exentos de dificultades para el partido. Desde el 
nombramiento de un consejero que fue formalizado en 2019 por “ofensas al pudor”, las declaraciones de 
Luis Silva sobre los acuerdos dentro del Consejo y su clasificación de Pinochet como un “estadista” y la 
bajada de Ninoska Payauna de la presidencia del Consejo un día antes de la instalación, tras una causa por 
hurto registrada en 2007 que abrió ciertos cuestionamientos y que fueron rápidamente superados con un 
gran pragmatismo por parte de las autoridades del partido. Esto permitió que se estableciera el Consejo 
con total normalidad y, si bien la negociación para la integración de la mesa, las presidencias de las 
comisiones y la integración de los consejeros en cada una de ellas requirieron un esfuerzo político 
importante, se lograron significativos acuerdos, en varios casos, con apoyos unánimes. 
 

▪ Cambio de discurso, pero no de objetivos por parte del Gobierno 
El Gobierno no ha podido resolver su problema de fondo, asumir que la crisis política que está viviendo 
no tiene que ver con la necesidad de un nuevo relato, sino que su programa de gobierno dejó de ser 
relevante para la gran mayoría de los chilenos. Las principales prioridades políticas manifestadas en su 
Cuenta Pública hablan de una falta de sintonía con los problemas que afectan a la gran masa de la 
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población y de guiños permanentes a sus grupos de interés que condicionan erráticamente al gobierno 
a insistir en su agenda original. 
 
Tal vez uno de los ejemplos más significativos de esta actitud, en la que se combinan estrategias más 
bien irrealistas con prioridades del Gobierno que carecen de urgencia ciudadana, es condicionar una 
serie de reformas estructurales, tales como la supuesta deuda histórica a los profesores o terminar con 
el CAE (estableciendo un nuevo sistema de financiamiento) a una reforma tributaria, de la cual se 
desconocen mayores antecedentes. Es más, al saber que no tiene las mayorías parlamentarias, recurre 
a las asociaciones empresariales para impulsarla. 
 
El discurso del Presidente en el aniversario Convergencia Social es el fiel reflejo de que su anhelo de no 
renunciar a los postulados de la izquierda que llegó al poder para refundar el país sigue vigente. 
Debemos acostumbrarnos a oír palabras grandilocuentes para esconder o camuflar sus verdaderos 
objetivos de cambios estructurales que, pese a la negativa ciudadana, siguen siendo el objetivo principal 
del Gobierno. Sin ir más lejos, en el discurso que se enmarcó en un ambiente de confianza, manifestó 
que “la rebeldía puede ser parte del gobierno también…”, y a diferencia en lo señalado en entrevistas 
anteriores, acusó el “avance de la ultraderecha…”. 
 

▪ Crisis en salud y falta de políticas en pro del desarrollo económico  
El Gobierno no logró capitalizar el auge en las encuestas tras la Cuenta Pública, no sólo porque su 
mensaje hoy no hace eco en la ciudadanía, sino porque la gestión de Gobierno ha sido deficiente y no 
ha logrado hacer frente a las urgencias que hoy viven los chilenos. Dos materias que no pueden quedar 
ausentes de este análisis mensual, de distinta importancia, pero ambas fundamentales para el país, son 
el mal manejo de la crisis de salud producto del virus sincicial, la que le ha costado lamentablemente la 
vida a seis menores1 y la nula referencia al desarrollo económico del país y a la necesidad de reactivación 
como clave para salir del nivel de estancamiento y poder hacer frente a los problemas de pobreza y 
necesidad social de los grupos vulnerables y de clase media del país. 
 
En el primer caso, la falta de gestión y manejo de parte de las autoridades ante la crisis por virus sincicial 
reveló un problema de coordinación en la provisión de camas críticas y de cómo el Gobierno no fue 
capaz de adelantarse y debió tomar medidas sobre la marcha, lamentando hasta la fecha la muerte de 
seis menores por virus respiratorios. Esto revela la necesaria integración de camas público y privadas 
para otorgar asistencia oportuna a la población. Se muestra una incapacidad de las autoridades, pero a 
su vez, una soberbia que los llevó a no utilizar la experiencia del manejo de la pandemia por parte del 
gobierno anterior. En estos casos se requiere un nítido liderazgo presidencial. 
 
En cuanto a medidas definitivas para avanzar en el desarrollo económico y social, que busquen contener 
la actual crisis que enfrenta un significativo grupo de la población, todo se ha resumido a reclamar un 
mayor incremento de recursos para el fisco, a través de un “Pacto Fiscal” que nuevamente pareciera 
empaquetar las mismas medidas con distinto nombre. Clave es que el Gobierno baje sus cartas en esta 
materia. Es de esperar que ese pacto considere medidas significativas que, si bien permitan recaudar 
más recursos, no afecten la reactivación económica ni la inversión privada, con reglas claras y estables, 
se eliminen trabas burocráticas y se logre un gasto fiscal más eficiente que permita implementar 
políticas públicas bien diseñadas que favorezcan a los más vulnerables. 
 
 
 

 
1 Cifra entregada por la Subsecretaria de Salud Pública, Andrea Albagli, al canal 24 Horas, el domingo 11 de 
junio de 2023. 
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CHILE BAJO LA LUPA 
BREVE ASCENSO DEL PRESIDENTE BORIC Y DESAFÍOS 

DEL PROCESO CONSTITUYENTE 
 

▪ Ascenso fugaz y fortalezas políticas del Presidente Boric 
El Presidente Boric, por un breve periodo de tiempo, logró expandir su base de apoyo haciendo uso de uno 
de sus mejores atributos, que es la oratoria. A través de una extensa Cuenta Pública en la cual, a juicio de 
los ciudadanos, “apeló a la unidad del país” (75%), “comunicó bien sus ideas” (73%) e “hizo buenos 
anuncios” (70%), logró aumentar en 10 pp. su aprobación, según nos señalan los datos de la encuesta 
Cadem. 
 
Sin embargo, este buen momento, que lo ubicó en un 41% de aprobación, fue fugaz. La contingencia de 
los días posteriores al discurso, en donde la crisis de salud volvió a poner sobre la palestra los habituales 
problemas de gestión que aquejan al Ejecutivo, echó por la borda toda la retórica que había logrado 
instalar el oficialismo. A diferencia de lo ocurrido el año 2022, en donde el alza de la popularidad del 
Gobierno a raíz de la Cuenta Pública demoró al menos un mes en volver a sus niveles anteriores, este año 
la caída fue más abrupta y en una semana el aumento se revirtió casi por completo (-8 pp.), al mismo 
tiempo que la desaprobación volvía a alcanzar los mismos niveles anteriores (62%). 
 
A pesar de esto, es necesario destacar que la súbita alza experimentada por el Gobierno, por muy efímera 
que haya sido, demuestra lo ventajoso que significa contar con una base de apoyo sólida. En este sentido, 
el respaldo constante que un tercio de la ciudadanía le entrega al Presidente, si bien resulta insuficiente 
para un primer año de mandato, es un activo importante a lo largo de un segundo y tercer año, que 
tradicionalmente son los más complejos. Esto último no sólo pues permite suficiente espacio para 
maniobrar y navegar ante las crisis, sino que es un terreno provechoso para que los eventuales 
crecimientos de popularidad ubiquen al oficialismo en niveles competitivos electoralmente. 
 
En otras palabras, si el Gobierno llegase, por ejemplo, a las próximas elecciones municipales con un 
porcentaje de aprobación por sobre el 40%, lo cual, como ya fuimos testigos, es posible lograr a través de 
un evento comunicacional bien orquestado, sus posibilidades de obtener resultados favorables en varias 
municipalidades claves aumentan significativamente. 
 

▪ Expectativas y obstáculos del proceso constituyente 
A pesar de que aún quedan más de seis meses para las elecciones del nuevo Plebiscito de Salida, se ha ido 
instalando una alta expectación sobre cómo serán sus resultados, sobre todo en virtud de que algunas 
encuestas, como la Cadem, dan a entender que hoy se estaría imponiendo el Rechazo (51%). Por supuesto, 
cualquier encuesta en esta etapa del proceso, en donde el trabajo de los consejeros electos recién se inicia, 
debe ser tomada tan solo como una foto del momento y no como un escenario definitivo. 
 
A este respecto, los datos de la última encuesta Criteria dan cuenta del panorama en que se encuentra 
hoy el proceso y entregan luces de cuales podrían ser sus mayores obstáculos en este momento. Según 
indica el citado estudio, aquellas personas que señalan no estar interesadas en el proceso constituyente 
(18%) o que tienen una mala o muy mala opinión sobre el trabajo la Comisión Experta (30%) alcanzan bajos 
porcentajes, es decir, no comprenden realmente una masa crítica. En contraste, donde sí se alcanzan 
mayorías son en el porcentaje de ciudadanos que revelan tener nada o muy poco conocimiento sobre lo 
que fue la Comisión Experta (50%) y, sobre todo, en el porcentaje de encuestados que creen poco probable 
que el texto que resulte de este nuevo proceso esté en sintonía con los intereses de la ciudadanía (63%).  
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En concreto, el problema no pareciese se la falta de interés o una particular crítica a la labor de quienes 
escribieron el ante proyecto por parte de los ciudadanos, sino sería el escaso conocimiento del trabajo 
realizado y el escepticismo sobre lo que serán sus resultados. 
 

Gráfico 1: Interés, opinión, conocimiento y proyecciones sobre proceso constitucional (%) 

 
             Fuente: Agenda Criteria, junio 2023. 

 
La baja percepción de sintonía ciudadana se alinea con otros datos del mismo estudio, como, por ejemplo, 
el hecho que una mayoría de los chilenos está de acuerdo con que este proceso “está viciado por basarse 
en un acuerdo entre partidos políticos a espaldas de la ciudadanía y con expertos designados” (57%), 
además de considerar que “otro proceso constituyente es un gasto de recursos y tiempo que el país no se 
puede permitir” (57%) y que ”la prioridad debe ser combatir la delincuencia y paliar la crisis económica, 
no hacer una nueva constitución” (56%). Adicionalmente, en cuanto a las expectativas que existen sobre 
el nuevo texto, llama la atención que menos de un 30% de los consultados consideran que una nueva 
Constitución va a ayudar mucho a que mejore “la igualdad de oportunidades entre hombres y mujeres”, 
“la protección del medio ambiente”, “el control de la inmigración”, “la calidad de la educación pública”, el 
combate al “narcotráfico y la delincuencia”, “la calidad de la salud pública” y “los montos de las pensiones”, 
entre otros temas. 
 
En una línea similar, los datos de un reciente estudio de Espacio Público, revelan que los niveles de 
confianza del Consejo Constitucional son bajos (36%), así como bajos son los porcentajes de personas que 
declara estar muy informada sobre el proceso en general (21%) e informadas en particular de cómo 
trabajará el mencionado Consejo (18%). 
 

▪ Reflexiones finales 
El proceso constitucional, entró en su etapa final, lo que permitirá a los consejeros desplegar las diferentes 
ideas que deberán quedar en el nuevo texto, promoviendo la visibilidad de su trabajo y, sobre todo, 
haciéndose cargo de las necesidades de los chilenos para que queden plasmadas a nivel constitucional. Para 
este propósito será vital la promoción y el buen funcionamiento de los distintos mecanismos de 
participación ciudadana que ya comenzaron a implementarse (las iniciativas populares de norma, las 
audiencias públicas y los diálogos y consultas ciudadanas). 
 
Por otro lado, los partidos de derecha y centro derecha que en conjunto poseen la conducción del actual 
proceso, deben tener presente la responsabilidad de impulsar aquellas normas que la ciudadanía demanda 
para el nuevo texto constitucional, tales como la libertad de elección en materia de previsión social, 
asegurar la propiedad de los fondos de pensiones, el derecho preferente de los padres en elegir la 
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educación de sus hijos y dotar de mayores herramientas al Estado y las policías para combatir la 
delincuencia. 
 
Hacer un buen trabajo en la línea de los puntos mencionados es la clave para contrarrestar la falta de 
información y consecuente escepticismo que existe hoy en la ciudadanía. Flancos que, de todas maneras, 
no son categóricos y sobre los cuales aún puede intervenirse. 
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ALERTA CONCEPTUAL 
ACTIVISMO JUDICIAL 

 

La sentencia de la Corte Suprema sobre tablas de factores que aplican las Isapres ha desatado una ola de 
críticas contra el activismo judicial de los ministros de su Tercera Sala. Pero, ¿qué es el activismo judicial? 
¿Qué lo produce? ¿Y por qué es problemático?   
 
¿QUÉ ES EL ACTIVISMO JUDICIAL?  
 
El término activismo judicial se usa de modo peyorativo. Como señalan García y Verdugo, “se suele acusar 
de activista a aquellos jueces que no siguen las pautas normativas que han sido acordadas por una 
comunidad política en su Constitución o que han entregado los representantes populares, que son 
quienes gozan de la legitimidad para dictar las reglas que regirán a la sociedad”2. Este uso peyorativo del 
término indica una falta en la conducta del juez, pudiendo hacerse distintas conceptualizaciones 
dependiendo del principio o deber infringido. El concepto nace en Estados Unidos a fines de la década de 
1940 para criticar las decisiones de la Corte Suprema americana. En un principio se trató de un concepto 
usado mayoritariamente por los conservadores, pero a medida que éstos fueron dominando la Corte 
Suprema, empezó a ser utilizado también por los liberales (CITA AL PIE: García, JF y Verdugo, S, 2013, p. 
27). Lo anterior demuestra el uso polémico que se da al concepto, para criticar a los tribunales cuando 
adoptan posiciones políticas. 
 
En primer lugar, el activismo se opone al deber del juez de aplicar el derecho. Por ejemplo, cuando la 
Corte Suprema paralizó las alzas de los planes de Isapres a pesar de que la Ley 21.350 las había autorizado 
expresamente, se comporta de manera activista3. Como explica Marco Veoli, en el activismo judicial se 
descubre “un núcleo esencial referido a la delimitación interpretativa de los alcances de una norma 
jurídica, sin apegarse a su literalidad, y a ese núcleo pueden agregarse tanto la anulación de las decisiones 
adoptadas por otro órgano del Estado como la definición de políticas públicas por el propio juez”4. 
 
Lo anterior parte del supuesto de que la ley es clara. Cuando la norma es contradictoria o hay vacíos 
legales, el juez tiene el deber de interpretar el derecho como un todo para dar una solución al caso. Pero 
suele ocurrir que los jueces se sirvan de las contradicciones y vacíos para ir contra normas expresas. 
 
En segundo lugar, el activismo judicial se opone al deber de imparcialidad de los jueces. Normalmente, 
consideramos que un juez es activista cuando se descubre en su sentencia un ánimo de hacer valer sus 
preferencias ideológicas o avanzar en la consecución de una agenda política.  
 
Por ejemplo, si la norma ordena desalojar un terreno usurpado, pero la Corte Suprema ordena que el 
propietario contribuya a dar una solución habitacional a los usurpadores5, estamos ante un caso de 
activismo judicial. La Corte se desentiende de su deber de hacer justicia a las partes de conformidad a las 
reglas o principios comunes y vigentes al momento de los hechos que deben ser juzgados y, en vez, utiliza 

 
2 García, JF y Vergara, S, “Activismo Judicial en Chile. ¿Hacia el gobierno de los jueces?”, Ediciones Libertad y 
Desarrollo, 2013, p. 24. 
3 Sentencias de la Corte Suprema roles 12.514-2022, 12.508-2022, 13.109-2022, 13.222-2022, 14.268-2022, 
13.178-2022, 14.691-2022, 13.709-2022, 16.670-2022, 15.372-2022, 17.403-2022 y 14.821-2022. 
4 Veoli, M, “El nuevo protagonismo de los jueces: una propuesta para el análisis del activismo judicial”, Revista 
de Derecho Universidad Católica del Norte, 2015, p. 173-198. 
5 Sentencia Corte Suprema Rol N°1.062-2022 
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la sentencia como un instrumento para alcanzar una determinada concepción de justicia. Con esto, 
instrumentaliza a las partes del proceso. 
 
Finalmente, el activismo se opone al principio de división de poderes. Como señala Pablo Rivas, “el 
activismo judicial es la modificación de facultades o competencias por parte del juez. Es decir, el juez 
mismo modifica -esto es, amplía o reforma- la norma que lista sus facultades o competencias. En tanto 
modificar sus propias competencias no hace parte de las competencias del juez, el activismo judicial es 
una extralimitación de funciones”6. 
 
Un caso paradigmático es la sentencia de efectos generales de la Corte Suprema en materia de tablas de 
factores, atentando contra el efecto relativo de las sentencias establecido en el artículo 3 del Código Civil7. 
 
¿QUÉ PRODUCE EL ACTIVISMO JUDICIAL? 
 
Las causas del activismo judicial son múltiples, no pudiendo reducirse a la mera voluntad de los jueces a 
fallar contra el derecho. Probablemente, la principal causa del activismo judicial es la inefectividad de la 
política para ofrecer soluciones a los problemas ciudadanos, ya sea por mal diseño institucional, bloqueos 
ideológicos o desconexión con la ciudadanía. Como señala John Ferejohn, “cuando las ramas políticas no 
pueden actuar, la gente que busca resolver sus conflictos tenderá a gravitar hacia instituciones que les 
ofrezcan soluciones y los tribunales (y los procesos legales asociados) a menudo ofrecen sitio”8. En los 
ejemplos anteriores, la inactividad legislativa en materia de Isapres o la deficiencia de la política 
habitacional termina repercutiendo en las decisiones judiciales.  
 
Junto con lo anterior, como señala Jorge Correa Sutil, “nuestro legislador opta cada vez más por establecer 
positivamente principios en áreas del derecho que en el modelo decimonónico estaban solo o 
primordialmente reservados a las reglas. La tendencia a legislar promulgando propósitos genéricos se 
expande más allá del ámbito constitucional”9. Con esto, los legisladores evaden la solución de la 
conflictividad social y entregan su determinación a los tribunales. 
 
La consecuencia de lo anterior es que los ciudadanos tenderán a buscar soluciones individuales a sus 
problemas, por la vía judicial, descreyendo de la búsqueda de soluciones generales por la vía legislativa. 
Y, ante tal presión, los jueces acaban cediendo y fallan de manera activista. 
 
CRÍTICAS AL ACTIVISMO JUDICIAL  
 
Las principales críticas contra el activismo judicial se derivan de su irrespeto por el principio de separación 
de poderes. En efecto, la lógica judicial y la lógica legislativa son muy diferentes. 
 
Los órganos colegisladores tienen un origen democrático, es decir, son electos y pueden ser removidos 
por la ciudadanía. Por otra parte, el proceso legislativo es complejo: incorpora una mirada política y otra 
técnica. De un lado, busca representar los distintos intereses y posiciones ideológicas, sociales, 

 
6 Rivas Robledo, P, “Qué es el activismo judicial”, 2020, disponible en: 
file:///C:/Users/Jose%20Miguel/Downloads/QueselactivismojudicialMsalldelaextralimitacindecompetencias.pd
f 
7 Sentencias de la Corte Suprema roles 16.630-2022; 25.570-2022; 14.513-2022 y 13.979-2022 
8 Ferejohn, Id. 
9 Correa Sutil, J, “La política comparece ante tribunales”, 2013, disponible en: https://acspm.cl/discursos-de-
incorporacion/discurso-de-incorporacion-de-jorge-correa-sutil-como-miembro-de-numero-de-la-academia-de-
ciencias-sociales-politicas-y-morales/ 
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económicas y culturales de la comunidad política. Del otro, busca prever los efectos de sus decisiones, 
para lo cual cuenta con todo el aparato estatal ministerial, así como la asesoría de los centros de estudios 
y otros órganos no gubernamentales. Para tramitar toda esta complejidad, los órganos colegisladores 
llevan a cabo un proceso de deliberación abierto al público y cuyas consecuencias, en cualquier caso, 
siempre pueden corregirse por medio de la dictación de nuevas leyes. 
 
Nada de esto aparece en el proceso judicial. Los jueces no son electos, sino nominados conforme a 
criterios de mérito. Una vez en sus cargos, son inamovibles mientras dure su buen comportamiento. El 
proceso judicial es adversarial, es decir, sólo pueden participar en él las partes del proceso y conduce a la 
adopción de decisiones binarias: el juez “acoge” o “rechaza” la demanda en el proceso civil; “condena” o 
“absuelve”, en el penal. No hay mecanismos de participación popular, ni partidaria ni forma alguna de 
representar el pluralismo político o social. Los tribunales tampoco cuentan con capacidades técnicas para 
prever el efecto de sus decisiones. Y sus decisiones, por último, producen efecto de cosa juzgada, es decir, 
no pueden modificarse con posterioridad. 
 
Como sintetiza Feoli, “el elemento nuclear del activismo judicial reside en que los jueces buscan imponer 
sus preferencias a los otros brazos del Estado; el quid descansa precisamente en que la visión judicial es 
la que prevalece a contramano de cualquiera otra”10. Por lo tanto, cuando los tribunales de justicia 
incursionan en la formulación de políticas públicas, no cuentan con la legitimidad democrática necesaria 
y, por regla general, producen resultados materiales contraproducentes. 
 

José Miguel Aldunate, Director de Estudios del Observatorio Judicial. 
 
 

 
10 Veoli, 2015. 


